INGRESO VITAL

FUNDAMENTO LEGAL

Corte Constitucional - Sentencia T-678/17

Mínimo vital  derecho fundamental definido como "la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional"

“El mínimo vital constituye un presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales, en tanto salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia del individuo [53]. El reconocimiento del derecho al mínimo vital encuentra su fundamento en el concepto de dignidad humana, pues es claro que la carencia de las condiciones materiales mínimas necesarias para garantizar la subsistencia del individuo,comporta la negación de la dignidad que le es inherente [54]. Igualmente, este derecho se proyecta en otros derechos fundamentales como la vida (Art. 11 C.P.), la salud (Art. 49 C.P.), el trabajo (Art. 25 C.P.) y la seguridad social (Art. 48 C.P.). De esta forma, la protección al mínimo vital se configura una de las garantías de mayor relevancia en el Estado Social de Derecho.

[53] Corte Constitucional, Sentencia T-651 de 2008 

[54] Corte Constitucional, Sentencia T-818 de 2000

“De acuerdo con lo anterior, la salvaguarda del derecho al mínimo vital se materializa en la satisfacción de las necesidades básicas del individuo, para el desarrollo de su proyecto de vida[55]. Es en ese sentido que la Corte Constitucional ha señalado que “derecho al mínimo vital adopta una visión de la justicia constitucional en la que el individuo tiene derecho a percibir un mínimo básico e indispensable para desarrollar su proyecto de vida (…)[56]”. (Se destaca)

[56] Corte Constitucional, Sentencia T-426 de 2014

“Así las cosas, con el fin de precisar el alcance del derecho fundamental al mínimo vital, esta Corte ha reconocido que "las necesidades básicas que requiere suplir cualquier persona, y que se constituyen en su mínimo vital, no pueden verse restringidas a la simple subsistencia biológica del ser humano, pues es lógico pretender la satisfacción, de las aspiraciones, necesidades y obligaciones propias del demandante y su grupo familiar.”[57] En ese sentido, la protección que se deriva de la garantía del mínimo vital no comporta un carácter cuantitativo sino cualitativo, de manera tal que la satisfacción de dicho derecho no se establece únicamente con base en un determinado ingreso monetario en cabeza del individuo, pues dicho mínimo "debe tener la virtualidad de producir efectos reales en las condiciones de la persona, de tal manera que no solo le garantice vivir dignamente sino también desarrollarse como individuo en una sociedad.”[58]
[57] Corte Constitucional, Sentencia T – 084 de 2007

[58] Corte Constitucional, Sentencia T – 891 de 2013.
En conclusión, el derecho fundamental al mínimo vital es el reconocimiento a la satisfacción de las necesidades básicas que requiere suplir una persona, lo que incluye, además, aspiraciones y obligaciones materiales y espirituales, que se compensan no solo con un determinado ingreso monetario sino con el acceso y goce de los derechos a la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, entre otros.

El derecho al mínimo vital se expresa, entonces, en un mínimo de bienes, servicios e ingresos monetarios que le permite al individuo no solo la garantía a vivir dignamente sino también a desarrollarse como individuo en una sociedad.
Estos bienes, servicios e ingresos monetarios los garantiza el Estado, en el marco de los procesos sociales, económicos, culturales y productivos en los que interacciona, de manera diferenciada, cada individuo en la sociedad.
Las desigualdades y déficit en el acceso a estos mínimos bienes, servicios e ingresos monetarios que obliga y permite, entonces, establecer las responsabilidades del Estado para suplirlos.

Renta básica
Es el derecho que tiene toda persona a percibir un ingreso monetario mínimo que, en el marco de sus relaciones e interacciones de su vida cotidiana, le permiten atender necesidades básicas; pero que en el marco de las desigualdades y exclusiones sociales, económicas, culturales y de ingresos el Estado se ve en la obligación de otorgar a todos las personas que presentan evidentes vulnerabilidades socioeconómicas, laborales y de ingresos.
DEFINICIÓN INGRESO VITAL

El ingreso mínimo vital es el reconocimiento a la satisfacción de las necesidades básicas de servicios públicos domiciliarios e ingresos monetarios que el Estado se ve en la obligación de otorgar a todas las familias personas que presentan vulnerabilidades socioeconómicas, laborales y de ingresos.
El derecho al ingreso mínimo vital se expresa, entonces, en un mínimo de bienes, servicios e ingresos monetarios que le permite al individuo no solo la garantía a vivir dignamente sino también a desarrollarse como individuo en una sociedad.
En este sentido, estos aportes pueden esbozarse en dos grupos determinados:
1.Garantía del mínimo vital en servicios públicos (energía, agua, gas, transporte, internet)
2.Renta básica o auxilio económico.
FOCALIZACIÓN
Se consideran como sujetos de derecho al ingreso mínimo vital a todas las familias e individuos pobres y vulnerables. Eso es aproximadamente 32 Millones de personas.

MONTO
El ingreso vital tiene como base un salario mínimo mensual legal vigente, será entregado considerando la composición por familia con un incremento marginal de acuerdo con la cantidad de personas que la conforman así:

· Un salario mínimo mensual legal vigente para hogares de 1 persona. 
· Se incrementa en orden de 0,6 de un salario mínimo por persona para hogares de 2 y 3 personas.

· Se incrementa en orden de 0,3 de un salario mínimo mensual legal vigente para hogares con 4 personas en adelante. 
Según cifras del DANE sobre la composición de hogares y con el ingreso propuesto tenemos: 
	Propuesta 1: Base salario mínimo.

	Personas por familia
	Proporción de familias
	Cantidad personas
	Ingreso base familia
	Ingreso base por persona (promedio)
	Costo total mensual

	1
	19%
	5.735.000 
	$ 877.212 
	$ 877.212 
	$ 5.030.810.820.000 

	2
	22%
	6.727.000 
	$ 1.403.539 
	$ 701.770 
	$ 4.720.804.099.200 

	3
	23%
	7.192.000 
	$ 1.666.703 
	$ 555.568 
	$ 3.995.642.179.200 

	4
	20%
	6.045.000 
	$ 1.929.866 
	$ 482.467 
	$ 2.916.510.597.000 

	5
	17%
	5.239.000 
	$ 2.193.030 
	$ 438.606 
	$ 2.297.856.834.000 

	
	
	30.938.000 
	$ 1.614.070 
	$ 611.124 
	$ 18.961.624.529.400 

	
	
	
	
	
	

	Propuesta 2: Base $590.000

	Personas por familia
	Proporción de familias
	Cantidad personas
	Ingreso base familia
	Ingreso base por persona (promedio)
	Costo total mensual

	1
	19%
	5.735.000 
	$ 590.000 
	$ 590.000 
	$ 3.383.650.000.000 

	2
	22%
	6.727.000 
	$ 1.116.327 
	$ 558.164 
	$ 3.754.766.537.200 

	3
	23%
	7.192.000 
	$ 1.379.491 
	$ 459.830 
	$ 3.307.099.277.867 

	4
	20%
	6.045.000 
	$ 1.642.654 
	$ 410.664 
	$ 2.482.461.462.000 

	5
	17%
	5.239.000 
	$ 1.905.818 
	$ 381.164 
	$ 1.996.916.100.400 

	
	
	30.938.000 
	$ 1.326.858 
	$ 479.964 
	$ 14.924.893.377.467 

	
	
	
	
	
	

	Propuesta 3: Base $590.000 con menor ingreso marginal

	Personas por familia
	Proporción de familias
	Cantidad personas
	Ingreso base familia
	Ingreso base por persona (promedio)
	Costo total mensual

	1
	19%
	5.735.000 
	$ 590.000 
	$ 590.000 
	$ 3.383.650.000.000 

	2
	22%
	6.727.000 
	$ 853.164 
	$ 426.582 
	$ 2.869.615.768.600 

	3
	23%
	7.192.000 
	$ 1.116.327 
	$ 372.109 
	$ 2.676.208.407.467 

	4
	20%
	6.045.000 
	$ 1.379.491 
	$ 344.873 
	$ 2.084.755.471.500 

	5
	17%
	5.239.000 
	$ 1.642.654 
	$ 328.531 
	$ 1.721.173.280.320 

	
	
	30.938.000 
	$ 1.116.327 
	$ 412.419 
	$ 12.735.402.927.887 


TEMPORALIDAD DE LA PROPUESTA
La propuesta de Ingreso Vital es de carácter temporal definida así: 
El Estado se ve en la obligación de otorgar el Ingreso Vital a todas las familias personas que presentan vulnerabilidades socioeconómicas, laborales y de ingresos mensualmente y durante el tiempo que dure la declaratoria de emergencia sanitaria y tres meses más. 
FUENTES DE FINANCIACIÓN
La propuesta de  Ingreso Vital tiene un costo aproximado de 16 billones de pesos mensuales con el alcance de 21 millones, en este sentido, lo más importante es señalar que dicho rubro tiene un costo mensual equivalente a más del recaudo anual esperado por una reforma tributaria (10 a 12 billones), es decir, una reforma tributaria común solo bastaría para suplir cuando mucho un mes de este gasto, con lo cual, se hace necesario buscar diferentes fuentes de financiamiento adicionales para poder costear dicha erogación.

Con base en lo anterior se mencionan algunas fuentes de financiamiento que se pueden utilizar en este caso:

1. Deuda Publica. 

Sobre el asunto de deuda pública lo primero a considerar es el nivel de endeudamiento que tiene nuestro país, donde la deuda del sector público colombiano para 2018 fue $576,9 billones de pesos, equivalentes al 59% del Producto Interno Bruto. $527.92 billones corresponden al nivel nacional, de éstos el Gobierno Nacional Central participó con $468.86 billones (47,9% del PIB) y empresas nacionales $57,06 billones.

En términos presupuestales eso significa que Colombia paga anualmente en capital e intereses de la deuda publica un total de 52.7 billones de pesos (artículo 2, sección 1401, Ley 2008 de 2019), esto es aproximadamente el 20% del presupuesto general de la nación, con lo cual, podría pensarse a partir de este punto algunas situaciones.

En primer lugar, podría considerarse la refinanciación de la deuda publica colombiana, aumentando el crédito externo o por lo menos, difiriendo su pago a más tiempo con el fin de liberar recursos para destinarlos a otros sectores, en tal sentido, del actual pago de 52.7 billones de pesos puede pensarse en reducirse este monto anual en al menos 10 billones de pesos.

De otro lado, vale la pena recordar que dicho endeudamiento también puede darse al interior del Estado colombiano y acudir al Banco de la Republica en atención al artículo 373 de la Constitución Política, así, realizar una operación de financiamiento a favor del Estado por al menos 10 billones de pesos

Por último, cabe recordar que los niéveles de endeudamiento de la nación obedecen a criterios macroeconómicos y reglas técnicas fijadas desde la Constitución Política a partir del Acto Legislativo 03 de 2011, lo que se denominó como la “regla fiscal”, motivo por el cual, si el Estado llegaré a necesitar un mayor endeudamiento es jurídicamente necesario flexibilizar estas disposiciones reguladas posteriormente por la Ley1473 de 2011.

2. Medidas monetarias.

El Estado por medio del Banco de la República puede financiar en situaciones extremas recursos necesarios para garantizar el buen vivir de la ciudadanía. El Banco de la República cuenta con reservas internacionales por un valor de $213 billones de pesos. Una parte no superior al 10% de estas reservas podría usarse como mecanismo de financiación. 

El Banco de la República ha comprado bonos de deuda pública del Gobierno Nacional en el mercado secundario por un valor de $2 billones de pesos en el mes Marzo. Esto implica que hoy el Gobierno Nacional tiene una deuda con el Banco de la República. Es por esto por lo que el Banco de la República podría participar como comprador de bonos del tesoro en el mercado primario para dotar de recursos al Gobierno Nacional. 

3. Recursos de los subsidios 

Hoy en día se entregan diferentes subsidios a la población por medio de Familias en Acción, Jóvenes en Acción, Colombia Mayor entre otros. Dado que la propuesta Ingreso Vital unificaría estos subsidios de forma temporal, se podrían tomar estos ingresos para subsidiar la medida propuesta. Por este concepto se podrían obtener alrededor de $3 billones de pesos anuales. 

4. Aumento temporal de impuestos para entidades financieras y personas naturales y jurídicas.
Para financiar esta medida y garantizar que toda la población tenga mejores condiciones para afrontar los efectos económicos y sociales de la Pandemia, se requiere más que nunca de un sistema tributario verdaderamente progresivo. Para este fin, acudiendo a la prevalencia del interés general, al principio de solidaridad y a los principios de equidad y eficiencia fundantes de nuestro Estado Social de Derecho y sistema tributario, se necesita la adopción temporal de medidas tendientes a modificar la estructura de algunos tributos, con la finalidad que las personas naturales y jurídicas (nacionales y extranjeras), con grandes patrimonios líquidos e instituciones financieras que llevan años ganando millonarias sumas en nuestro país, aportando temporalmente recursos adicionales, cooperen al sostenimiento de la crisis sanitaria generada por el covid-19.

En tal sentido, se requiere la modificación temporal de los siguientes artículos del Estatuto Tributario:

Aumento de la sobretasa del impuesto de renta para el sector financiero del impuesto de renta, establecida en el Parágrafo 7 del artículo 240. La cual se solicita:

Para el 2020 se aumente en 4 puntos porcentuales adicionales a los ya establecidos quedando en total del 40%

Para el 2021 se aumente en 3 puntos porcentuales adicionales a los ya establecidos quedando en total del 37%

Para el 2022 se aumente en 3 puntos porcentuales adicionales a los ya establecidos quedando en total del 37%.

El cien (100%) del recudo adicional por concepto de la sobretasa se destinaria a la financiación de las consecuencias negativas generadas por la Pandemia COVID-19, dirigiéndose los recursos de manera obligatoria para garantizar el sostenimiento de la calidad de vida a los estratos 1 y 2 de la población.

El impuesto al patrimonio, establecido en el artículo 292-2 y ss. En donde se solicita incluir en forma temporal como sujetos pasivos para su pago en los años 2020 y 2021, a personas jurídicas como sociedades nacionales, extranjeras y similares.

En este impuesto se propone que la tarifa sea establecida en forma progresiva de la siguiente manera: Del 1% por cada año, para patrimonios que estén entre los 5.000 y 10.000 millones de pesos; Del 1,5% por cada año, para patrimonios que estén entre los 10.000 y 20.000 millones de pesos; Del 2% por cada año, para patrimonios que estén entre los 20.000 y 50.000 millones de pesos; y Del 3% por cada año, para patrimonios superiores a 50.000 millones de pesos.

Con el fin de contribuir al bienestar general y al mejoramiento de la calidad de vida de la población, el cien (100%) los recursos adicionales que se recauden con la presente modificación se destinarán a la financiación de las consecuencias negativas generadas por la Pandemia COVID-19, dirigiéndose los recursos de manera obligatoria para garantizar el sostenimiento de la calidad de vida a los estratos 1 y 2 de la población.

5. Recursos provenientes del Fondo de Mitigación de Emergencias FOME.

Con el objetivo de financiamiento del Ingreso Vital es conveniente hacer uso de los mecanismos creados por el gobierno nacional con ocasión de la declaratoria de estado de emergencia económica, social y ecológica. En tal sentido, la creación de una subcuenta dentro del FOME que tenga destinación específica para la financiación de la medida propuesta resultaría eficiente.

Teniendo en cuenta la fuente recursos que integran el FOME, según datos del gobierno nacional, este fondo está presupuestado para recibir 12,1 billones de pesos del Fondo de Ahorro y Estabilización petrolero (FAE), otros 2,7 billones de pesos del Fondo de Pensiones Territoriales (FONPET), recursos por asignación especial del Presupuesto General de la Nación, sus propios rendimientos financieros y otras fuentes de las que pueda disponer el Gobierno.

Con ocasión a la declaratoria de estado de emergencia ha realizado varias adiciones al presupuesto general, las cuales han ingresado al FOME, dentro de las que encontramos: la suma de 15.1 billones de pesos Decreto 519, la suma de TRES BILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA MIL MILLONES DE PESOS MONEDA LEGAL ($3,250,000,000,000), Decreto 522,  la suma de TRESCIENTOS VEINTINUEVE MIL MILLONES DE PESOS MONEDA LEGAL ($329 .000.000 .000), proveniente de préstamo a la Nación del Fondo de Riesgos Laborales, Decreto 571 y 9.8 billones de pesos provenientes de la inversión obligatoria de entidades financieras en los denominados títulos de solidaridad  TDS, Decreto 572. Por lo que parte de éstos deben ser dirigidos a la subcuenta destinada a la financiación del Ingreso Vital. 

6. Tributación territorial.

Una fuente de recursos que es importante denotar para obtener mayores ingresos en las entidades territoriales, es lo referente a un posible aumento de sus impuestos en los decirles más altos de ingreso, patrimonio y monto de actividades transaccionales de la población, de tal modo, aunque es difícil calcular su recaudo en billones, si pueden constituirse como un apoyo adicional al Ingreso Vital el cual se destinaría exclusivamente por las entidades territoriales para cumplir tal objetivo.

En el caso del impuesto de industria y comercio (ICA) podría pensarse en el aumento de la tarifa aplicable al sector financiero, la cual tiene un tratamiento especial de 3 pesos o 5 pesos por mil, mientras que, en otras actividades comerciales, industriales y de servicios la tarifa va hasta los 10 pesos por cada mil como regla general. Con base en lo anterior, puede aumentarse la tarifa del ICA al sector financiero en un 100%, modificando el artículo 208 del Decreto 1333 de 1986.

Del mismo modo, puede aplicarse una sobretasa del impuesto predial para predios de más de 1.000 millones de pesos de estratos 4, 5 y 6, así como lo que se conoce como lotes de engorde y por último a grandes extensiones de tierra improductiva, no por motivo de la crisis sino aquella que hace referencia a procesos de evaporación improductiva de la tierra desde hace varios años (latifundio improductivo). Esto podría hacerse a través de la modificación del artículo 4, ley 44 de 1990, modificado por la Ley 1450 de 2011.

Finalmente, también podría considerarse la modificación del impuesto de registro a favor de los departamentos, con lo cual ampliar las potestades de artículo 230 de la Ley 223 de 1995 y gravar con una sobretasa las transacciones onerosas de más de 2.000 millones de pesos, y sobre todo aquellas actuaciones que demuestren una capacidad económica suficiente y activa del contribuyente.

